
1 de Octubre de 2007.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un oficio del C. Lic. Emilio Suárez Licona, Secretario Interino de Servicios Parlamentarios, mediante el cual se envía la minuta proyecto de decreto, por el que se reforman los artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; se adiciona el artículo 134 y se deroga un párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia electoral.

B.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo, sobre “exhorto al titular del Ejecutivo Federal, a instrumentar estrategias de fortalecimiento de las policías de investigación, prevención y protección, a fin de que el despliegue del Ejército mexicano en tareas civiles de seguridad pública, pueda concluir en un plazo razonablemente corto”, planteada por el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática.

C.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo “para que el Congreso del Estado manifieste su adhesión a la iniciativa que reforma y adición a diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, planteada por el Senador Pablo Gómez Alvarez, para actualizar y acotar el concepto de fuero constitucional”, planteada por el Diputado Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática.

D.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, a favor del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, un inmueble con una superficie de 30,000.00 metros cuadrados, ubicado en el “Nuevo Centro Metropolitano” en la ciudad de Saltillo, Coahuila. 

E.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, mediante la cual se declara como bien del dominio privado del Gobierno del estado y se autoriza su enajenación a título oneroso, el inmueble que ocupa el asentamiento humano irregular “Agua Naval”, en la ciudad de Monclova, Coahuila, con el fin de regularizar la tenencia de la tierra.

F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la C. Margarita Ramos Balderas.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del C. Lic. Emilio Suárez Licona, Secretario Interino de Servicios Parlamentarios, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto, por el que se reforman los artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122; se adiciona el artículo 134 y se deroga un párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 25 de septiembre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia. 

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, oficio del C. Lic. Emilio Suárez Licona, Secretario Interino de Servicios Parlamentarios, mediante el cual se envía la Minuta Proyecto de Decreto, por el que se reforman los artículos 6, 41, 85,99, 108, 116 y 122; se adiciona el artículo 134 y se deroga un párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO. La Minuta Proyecto de Decreto para reformar los artículos 6, 41, 85, 99, 108, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionar su artículo 134; y, derogar un párrafo del artículo 197 de la misma, se basa, en parte, en la siguiente exposición de motivos: 

"La presente iniciativa de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia electoral es el primer resultado trascendente de la Ley para la Reforma del Estado, promulgada el 13 de abril del presente año.

El primer objetivo es disminuir en forma significativa el gasto en campañas electorales, lo que se propone alcanzar mediante la reducción del financiamiento público, destinado a tal propósito: en un setenta por ciento en las elecciones en que solamente se renueva la Cámara de Diputados, y del cincuenta por ciento en las elecciones en que se renuevan el Poder Ejecutivo y las dos Cámaras del H. Congreso de la Unión.

Una nueva forma de cálculo del financiamiento público anual para actividades ordinarias de los partidos políticos hará posible que no siga creciendo, como ha sido hasta ahora, con motivo del incremento en el número de partidos políticos nacionales. La forma propuesta permite claridad y transparencia sobre el costo que el sistema de partidos, es decir una parte fundamental del sistema democrático, implica para la sociedad. 

Un segundo objetivo es el fortalecimiento de las atribuciones y facultades de las autoridades electorales federales a fin de superar las limitaciones que han enfrentado en su actuación. De esta manera, el Instituto Federal Electoral vería fortalecida su capacidad para desempeñar su papel de árbitro en la contienda, mientras que al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación la Iniciativa propone perfeccionar su facultad para decidir la no aplicación de leyes electorales contrarias a la Constitución Federal, en armonía con la calidad de Tribunal Constitucional que la propia Constitución reserva para la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

De importancia destacada es el tercer objetivo que se persigue con la reforma constitucional propuesta: impedir que actores ajenos al proceso electoral incidan en las campañas electorales y sus resultados a través de los medios de comunicación; así como elevar a rango de norma constitucional las regulaciones a que debe sujetarse la propaganda gubernamental, de todo tipo, tanto durante las campañas electorales como en periodos no electorales. 

Quienes suscribimos la presente Iniciativa nos hemos comprometido a diseñar y poner en práctica un nuevo modelo de comunicación entre sociedad y partidos, que atienda las dos caras del problema: en una está el derecho privado, en la otra el interés público. En México es urgente armonizar, con un nuevo esquema, las relaciones entre política y medios de comunicación; para lograrlo, es necesario que los poderes públicos, en todos los órdenes, observen en todo tiempo una conducta de imparcialidad respecto a la competencia electoral. 

Las garantías individuales que nuestra Constitución reconoce y consagra son para las personas, no para las autoridades; éstas no pueden invocar como justificación o defensa de sus actos tales principios. La libertad de expresión es una garantía individual ante el Estado; los poderes públicos no están protegidos por la Constitución; son las personas, los ciudadanos, a los que la Constitución protege frente a eventuales abusos del poder público. 

Es por ello que proponemos llevar al texto de nuestra Carta Magna las normas que impiden el uso del poder público a favor o en contra de cualquier partido político o candidato a cargo de elección popular, y también el uso del mismo poder para promover ambiciones personales de índole política. 

La democracia no se agota en las elecciones, pero se funda en ellas. El proceso de Reforma del Estado esta en marcha; hoy damos un paso mas". 

TERCERO. La actualización y adecuación del marco jurídico del Estado a fin de que la ley pueda ser más efectiva en su aplicación, se traduce en el cumplimiento de uno de los fines del derecho, que es la seguridad jurídica; sin embargo, en tratándose de la Constitución se ha llegado a situaciones extremas como la que ahora contemplamos. 

En efecto, hemos visto como la Constitución no sólo se reforma y adiciona, sino lo que es más lamentable, se transforma con la misma facilidad, celeridad y falta de ponderación con que se crean y modifican las leyes secundarias y sin que la alteración constitucional obedezca a una verdadera motivación real orientada hacia los ideales de igualdad y de justicia: -Ignacio Burgoa, Derecho Constitucional - Décimo séptima edición actualizada. 

Para el citado jurista, "la Constitución es el ordenamiento fundamental y supremo del Estado que: a) establece su forma y la de su gobierno; b) crea y estructura sus órganos primarios; c) proclama los principios políticos y socioeconómicos sobre los que se basan la organización y teleología estatales, y d) regula sustantivamente y controla adjetivamente el poder público del Estado en beneficio de los gobernados.”

Así la cosas, en torno a las decisiones fundamentales, los factores reales de poder que rigen en el seno de la sociedad con una fuerza activa y eficaz que informa todas las leyes e instituciones jurídicas de la sociedad en la que actúan, pues es un hecho y la experiencia lo demuestra, que tienen intereses propios que pueden ser incluso opuestos o antagónicos y que presionan políticamente para reflejarse en el ordenamiento jurídico fundamental del Estado, que es la Constitución, para normativizarse como contenido dogmático e ideológico de ésta.

Como ya lo asentamos, las decisiones fundamentales que sustentan y caracterizan a un orden constitucional determinado están en íntima relación con los factores reales de poder, partidos políticos, agrupaciones y uniones de obreros, campesinos, estudiantes, industriales, profesionistas, universitarios, etc., en cuanto constituyen “grupos de presión” que no sólo condicionan la producción constitucional, sino también la actuación política y administrativa de los órganos del estado.

Establecido lo anterior, podemos decir que las decisiones fundamentales son los principios esenciales declarados o proclamados en la Constitución, expresando los postulados ideológico normativos que denotan condensadamente los objetivos mismos de los mencionados factores; y que, por ende, conducen a la fijación de las normas básicas que involucran tales decisiones declarando los principios torales de índole política, económica, social o religiosa que expresan.

Así, para Don Ignacio Burgoa, en la obra citada con antelación, con referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dichas decisiones fundamentales son las siguientes: a ) políticas, que comprenden las declaraciones respecto de: 1 soberanía popular; 2. forma federal de Estado, y 3. forma de gobierno republicana y democrática; b ) jurídicas, que consisten en: 1. limitación del poder público en favor de los gobernados por medio de las garantías constitucionales respectivas; 2. institución del juicio de amparo como medio adjetivo para preservar la constitución contra actos de autoridad que la violen en detrimento de los gobernados, y 3. en general, sumisión de la actividad toda de los órganos del Estado a la constitución y a la ley, situación que involucra los principios de constitucionalidad y legalidad; c ) sociales, que estriban en la consagración de derechos públicos subjetivos de carácter socioeconómico, asistencial y cultural a favor de las clases obrera y campesina y de sus miembros individuales componentes, es decir, establecimiento de garantías sociales de diverso contenido; d ) económicas que se traducen en: 1. atribución al Estado o a la nación del dominio o propiedad de recursos naturales y específicos; 2. gestión estatal en ciertas actividades de interés público, y 3. intervencionismo de Estado en las actividades económicas que realizan los particulares y en aras de dicho interés; e) culturales, es decir las que se refieren a los fines de la enseñanza y de la educación que imparte el Estado y a la obligación a cargo de éste, consistente en realizar la importante función social respectiva en todos los grados y niveles de la ciencia y de la tecnología, con base en determinados principios y persiguiendo ciertas tendencias; f ) religiosas, que conciernen a la libertad de creencias y cultos, separación de la Iglesia y el Estado y desconocimiento de la personalidad jurídica de las iglesias independientemente del credo que profesen." 

Sentados los principios doctrinales que anteceden, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales observa por una parte, que algunas de las reformas a la Constitución que ahora se proponen, no se refieren a decisiones fundamentales que conduzcan a la fijación de las normas básicas que involucran tales decisiones declarando los principios torales de índole política, económica, social o religiosa que expresan; pues la determinación del financiamiento publico para el sostenimiento de las actividades ordinarias de los partidos políticos, así como el uso de los medios de comunicación social a los que éstos puedan acceder, más que normas de naturaleza constitucional, deben serlo de la legislación secundaria; y, por otra, lo que es verdaderamente grave, que dichas reformas atentan contra decisiones fundamentales ya establecidas, específicamente de tipo político en cuanto a la forma federal de Estado. 

En efecto conforme al artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental. 

Así pues, constitucionalmente, en cuanto a forma de Estado, México se constituye como un Estado Federal. 

Etimológicamente, la palabra 'federación' implica alianza o pacto de unión y proviene del vocablo latino foedus. 

Ahora bien, un régimen federal tiene las características siguientes: 

1.
Autonomía democrática en cuanto puede designar a sus órganos de gobierno, administrativo, legislativo y judicial. 

2.
Autonomía constitucional que permite a las entidades federativas, dentro de los principios de la Constitución Federal, organizarse jurídica y políticamente. 
3.
Autonomía legislativa, administrativa y judicial, en lo que concierne a las materias no comprendidas en la órbita federal.
4.
Participación de las propias entidades en la expresión de la voluntad nacional, tanto en la integración del cuerpo legislativo federal, como en lo que se refiere a la reformabilidad de la Constitución general. 

"El ensanchamiento de la órbita en que se mueven los poderes federales y la disminución correlativa de la esfera autónoma de los Estados son. pues, fenómenos que responden a la transformación económica, social y cultural de nuestro país, misma que se enfoca hacia la consolidación de la unidad nacional. Esta, desde luego, no debe excluir la autonomía local, misma que, a pesar de su paulatina reducción material, deberá conservarse en la esfera democrática, traducida en la facultad de los Estados para darse sus propios órganos de gobierno legislativo, ejecutivo y judicial. La subsistencia de dicha facultad y la participación de los Estados en la expresión de la voluntad nacional serán el último reducto del régimen federal mexicano, es decir, la única barrera que a la postre deba evitar que la evolución económica y social de México transforme a nuestra patria en un verdadero Estado central. “Ignacio Burgoa. Derecho Constitucional Mexicano. Décimo Séptima Edición Actualizada. Editorial Porrúa. México 2005 

La formación del Pacto Federal en México, por naturaleza propia, negó desde su inicio la posibilidad de constituir un Gobierno único, o al menos, un Gobierno federal que nulificara la soberanía y la libertad de los Estados que se unieron bajo la Federación. La voluntad del pueblo mexicano, jamás se orientó a la formación de un Gobierno dotado de plenos poderes centrales. Al contrario, nuestra evolución política culminó con la derrota de ideas centralistas y con la consagración del gran principio constitucional consistente en la declaración expresa del pueblo mexicano de constituirse en una Republica representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en un federación establecida según los principios de la Constitución. 

La reforma constitucional que ahora se estudia y dictamina, afecta la autonomía democrática de los Estados, pues aun cuando no obstruye la facultad de la entidades federativas para darse sus propios órganos de gobierno administrativo, legislativo y judicial, si interfiere seriamente en el proceso de designación; y con ello, como lo expresa Don Ignacio Burgoa, se está entrando en el camino para transformar a nuestra patria en un Estado central.
Por otro lado, en el párrafo I del artículo 41 se establece que las normas y requisitos para el registro legal de los partidos y las formas específicas de su intervención en el proceso electoral, serán determinados por la ley; sin embargo, no se especifica cual sea la ley aplicable, pues en un régimen federal como el nuestro, coexisten dos ámbitos normativos: el federal y el local propio de las entidades federativas, que se ve reflejado, en lo que a la materia que nos ocupa se refiere, en la existencia de partidos políticos nacionales y partidos políticos estatales; luego, debió haberse hecho esa distinción y más si en la parte final de dicho párrafo se alude a los partidos políticos nacionales, lo que permite interpretar que la referencia a la leyes de naturaleza federal, lo que implica una intromisión de la federación en el régimen interno de los estados para regular los partidos políticos estatales. 

En la fracción II del precitado artículo, no se incluye a los partidos políticos estatales; omisión grave, pues de esa forma las entidades federativas pueden soslayar la obligación de garantizarles de manera equitativa los elementos para que lleven a cabo sus actividades y de señalar las reglas a que se sujetará el financiamiento de dichos partidos y sus campañas electorales. 

En el apartado B de la fracción III del artículo en comento, se establece que para fines electorales en las entidades federativas, el Instituto Federal Electoral administrará los tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión en las estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate, disposición esta que flagrantemente vulnera la autonomía democrática de los Estados, que es una de las características del sistema federal, ya que las propias entidades federativas cuentan con Institutos Electorales que es a quienes en todo caso corresponde la administración de dichos tiempos, pues una cosa es que la materia de radio y televisión sea federal y otra muy distinta que el Instituto Federal Electoral administre los tiempos que correspondan al Estado en elecciones locales, prescindiendo de las propias leyes estatales y de las autoridades locales en la materia. 

En otro orden de ideas, no pasa desapercibido para esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales que la reforma de mérito conculca la libertad de contratación tanto de las personas físicas como de las personas morales incluyendo a los propios partidos políticos al prohibir a estos contratar tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión y a aquellas, propaganda de tipo político; disposiciones que también vulneran el pacto federal en tratándose de elecciones locales, que deben regirse conforme a las leyes propias de cada entidad federativa, pues al establecer en el inciso "c" del apartado "B" del artículo 41 que la distribución de los tiempos entre los partidos políticos, incluyendo a los de registro local, se realizará de acuerdo a los criterios señalados en el apartado A de esta base y lo que determine la legislación aplicable, el ámbito normativo local resulta inaplicable. 

Finalmente, se establece en la fracción IV, inciso "d" del artículo 116 que las autoridades locales competentes de carácter administrativo puedan convenir con el Instituto Federal Electoral que se haga cargo de la organización de los procesos electorales locales, disposición esta que viola flagrantemente el pacto federal, y que contradice lo establecido en el artículo 40 de la propia Constitución. 

En efecto, conforme al artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental. 

El precepto en comento establece como forma de Estado el federal; luego, ni la voluntad de los particulares y menos aun la de las autoridades que han protestado guardar la Constitución puede alterar la forma de Estado adoptando posturas centralistas al convenir que autoridades federales tengan ingerencia en procesos internos del Estado, y más si se trata de aquellos en los que la entidad federativa ha de elegir a sus autoridades, ya que de aceptar el criterio propuesto, so pretexto de que ha habido un convenio, podemos burlar una norma que pertenece a la súper estructura constitucional que a la postre transforme a nuestra patria en un verdadero Estado central. 

Por una mera coyuntura electoral en un momento determinado, el Constituyente Permanente Mexicano podría ir desmantelando progresivamente de nuestra Constitución determinadas "decisiones fundamentales". Las "decisiones fundamentales" de la Constitución Mexicana sobre el origen y destino de las aguas, de los hidrocarburos, etc.; "decisiones fundamentales" de nuestro sistema federal, encubiertas con reformas constitucionales o modelos confusos que debiliten y fracturen la División de Poderes, etcétera. Estamos en la postura de que el Constituyente Permanente Mexicano, ante la ausencia de prohibiciones expresas para reformar ciertas "decisiones fundamentales", podrían causar la desaparición de una serie de estructuras y valores fundamentales de nuestra Constitución que han sido el resultado de encarnizadas luchas sociales y políticas a favor de la libertad y la justicia. 

El espíritu del Constituyente de 1824 y el de 1857, no fue otro, más que la poderosa idea y el profundo sentimiento de que la nación mexicana fuera "para siempre libre e independiente". Y la base política para mantener esa libertad e independencia para siempre, consistió en darse un gobierno en forma de República Federal. 

Así pues, la "decisión política fundamental" de república representativa, democrática y federal está vinculada al poder Constituyente Originario, vinculación de la que no puede desligarse el Poder Constituyente Permanente. Esta decisión política fundamental es, pues, una Cláusula de Intangibilidad, es decir, se trata de una Institución constitucional que no puede ser reformada por el Constituyente Permanente, por lo anterior, resulta pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

UNICO. Por las razones expuestas, Coahuila, cuna del Federalismo con Don Miguel Ramos Arizpe y del constitucionalismo moderno con Don Venustiano Carranza, rechaza esta reforma, en congruencia con la responsabilidad intrínseca de una entidad, que siendo parte del Pacto Federal fortalezca la unidad de la Republica partiendo del respeto a las potestades y facultades de cada estado integrante, por encima de cualquier exceso centralista que aun con los mejores propósitos finales trastoque el ámbito propio de cada orden de gobierno; en consecuencia, nuestra entidad, no puede menos que estar en contra de una reforma constitucional que hace de la ley suprema un simple código, al incluir normas que más que de naturaleza constitucional, deben serlo de la legislación secundaria; amen de que, dichas reformas atentan contra decisiones fundamentales ya establecidas, específicamente de tipo político en cuanto a la forma federal de Estado, con el riesgo de transformar a nuestra patria en un verdadero Estado central. 

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, diputado Francisco Saracho Navarro (Coordinador), diputado Román Alberto Cepeda González, diputado Juan Alejandro de Luna González, diputado Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, diputado José Ignacio Máynez Varela, diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, diputado Virgilio Maltos Long, diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 25 de septiembre de 2007.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Exhorto al Titular del Ejecutivo Federal a instrumentar estrategias de fortalecimiento de las policías de investigación, prevención y protección, a fin de que el despliegue del Ejercito Mexicano en tareas civiles de seguridad pública, pueda concluir en un plazo razonablemente corto", planteada por el C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 8 de mayo del año en curso, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO. De conformidad con los artículos 199, 251 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por el Pleno del Congreso. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo a que se ha hecho referencia, se basa entre otras en las consideraciones siguientes: 

“En la sesión celebrada por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, el pasado día 23 de mayo, se aprobó exhortar al titular del Ejecutivo Federal a instrumentar estrategias de fortalecimiento de las policías, de investigación, prevención y protección a fin de evitar el despliegue del Ejército Mexicano en tareas civiles de seguridad pública.
Lo anterior fue desestimado por el Señor Felipe Calderón quién señaló que no daría un paso atrás en su determinación de terminar con el flagelo que representan las bandas organizadas dedicadas al narcotráfico. Por supuesto que el Estado Mexicano no puede renunciar a la lucha frontal y decidida contra estos delincuentes. Sin embargo, la lucha del Estado contra el crimen organizado debe estar cimentada en una estrategia inteligente y en el fortalecimiento de las instituciones que constitucionalmente encomendadas las tareas de seguridad pública. 

Entonces no busquemos ocultar lo evidente: El rotundo fracaso de las policías federales para combatir el crimen organizado. 

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, respetuosamente someto a la consideración del Pleno del Congreso la siguiente Proposición con Punto de Acuerdo para que sea turnada a la Comisión de Gobernación y, una vez estudiada y dictaminada sea aprobada en los términos que a continuación se precisan: 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- EL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA EXHORTA AL EJECUTIVO FEDERAL A INSTRUMENTAR ESTRATEGIAS DE FORTALECIMIENTO DE LAS POLICÍAS. DE INVESTIGACIÓN, PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN A FIN DE QUE EL DESPLIEGUE DEL EJÉRCITO MEXICANO EN TAREAS CIVILES DE SEGURIDAD PÚBLICA PUEDA CONCLUIR EN UN PLAZO RAZONABLEMENTE CORTO." 

TERCERO.- La Proposición con Punto de Acuerdo que ahora se estudia sugiere se exhorte al C. Presidente de la República para el efecto de que instrumente estrategias que fortalezcan a las policías de investigación, prevención y protección a fin de que la participación del ejercito en tareas de seguridad pueda concluir en un plazo razonablemente corto. 

La proposición que se estudia está ya contemplada en el Programa Nacional de Seguridad, específicamente en la “Estrategia Integral de Prevención del Delito y Combate a la Delincuencia”.

En efecto dentro de las medidas adoptadas en dicha “ estrategia " se considera el restablecimiento del sentido original de seguridad pública del Estado, a cuyo efecto se implementan 8 ejes de acción: 

1. Alinear las capacidades del Estado Mexicano contra la delincuencia 

2. Operación Policial 

3. Prevención del delito y participación ciudadana 
4. Desarrollo institucional 
5. Sistema penitenciario 

6. Combate a la corrupción 

7. Tecnología: Plataforma México 

8. Indicadores de medición establecidos con la sociedad civil. 

De estos ejes, por su relación con el tema que nos ocupa, es de destacar el primero, que integra los esfuerzos de las diferentes corporaciones de policía federales, - Agencia Federal de Investigación ( AFI ), Policía Federal Preventiva ( PFP ), Agentes migratorios ( INM ) y la Central de Inspección { fiscal y Aduanera (CIFA) y el cuarto. 

El nuevo modelo de actuación policial, con un mando único, se basa en una policía formada y especializada de acuerdo con un modelo homologado que considere estándares internacionales y en la participación activa de la sociedad como método de prevención para el combate al delito. 

Como fácilmente se advierte, el Programa Nacional de Seguridad a través de la “ Estrategia Integral de Prevención del Delito y Combate a la Delincuencia", contempla, mediante las acciones antes indicadas, el fortalecimiento de las diversas policías federales ( AFI ), ( PFP ), ( INM ), ( CIFA ), por lo que en concepto de esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente emitir el siguiente
DICTAMEN

ÚNICO.- Se exhorte al titular del Ejecutivo Federal para que a través de las Dependencias a que corresponda se instrumenten estrategias de fortalecimiento de las policías de prevención, investigación y protección. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 17 de Septiembre de 2007. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo  “Para que el Congreso del Estado manifieste su adhesión a la Iniciativa que Reforma y Adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por el Senador Pablo Gómez Álvarez, para actualizar y acotar el concepto de fuero constitucional", planteada por el C. Diputado Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario " General Felipe Ángeles", del Partido de la Revolución Democrática; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de marzo del año en curso, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO. De conformidad con los artículos 199, 251 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por el Pleno del Congreso. 
SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo a que se ha hecho referencia, se basa entre otras en las consideraciones siguientes: 

“En nuestro país el fuero ha sido considerado como una situación de privilegio a lo largo de nuestra historia, desde la época de la colonia hasta nuestros días, pasando por diversas modalidades que han llegado hasta el abuso del poder. En los primeros años del México independiente el espíritu del Constituyente, al establecer la figura del fuero, fue únicamente de proteger a los servidores públicos, incluidos los legisladores, de persecuciones, de presiones económicas, atropellos e inclusive del encarcelamiento, que en tiempos atrás servía a los Gobiernos despóticos para abatir su independencia o para quitarlos del escenario político en función de mantenerse en el poder. Hoy en día se supone que hemos avanzado democráticamente y ya no es necesario la existencia de la figura del fuero en ése sentido porque ya no tenemos Gobiernos despóticos. 

Es importante establecer, que el fuero es una figura de protección a la investidura que representa, y no al funcionario público como persona, tal y como lo establece el arto 61 de nuestra Carta Magna en el caso de los Diputados y Senadores. 

En la sociedad el fuero constitucional es visto como un instrumento de exagerada protección para los servidores públicos de alto rango, muchos de los cuáles al amparo de este privilegio o prerrogativa, han desvirtuado la noble tarea del servicio público distorsionándolo en cuanto a su fin y pervirtiéndolo en cuanto a su contenido y alcance, evadiendo así responsabilidades personales de carácter penal que merecen el reproche de la sociedad, y su sanción mediante la imposición de una pena. 

Si aspiramos a la consolidación de un estado democrático, de un México justo e igualitario, donde una premisa fundamental sea el fortalecimiento de las instituciones y el respeto al estado de derecho, en donde ninguna persona se encuentra por encima de la ley, entonces nuestra legislación debe normar el ejercicio responsable y honesto de los servidores públicos de primer nivel. 

El fuero como inmunidad, es decir, como privilegio o prerrogativa que entraña la libertad de expresión, únicamente se consigna por la ley fundamental en relación con los diputados y senadores en forma absoluta conforme al artículo 61, en el sentido de que éstos son inviolables, por las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos, sin que jamás puedan ser reconvenidos por ellas, así como respecto del Presidente de la República de manera relativa en los términos del segundo párrafo del artículo 108 constitucional, que dispone que este alto funcionario durante el tiempo de su encargo solo puede ser acusado por traición a la patria y por delitos graves del orden común, sin embargo es necesario también delimitar las responsabilidades del Ejecutivo Federal en lo que se refiere a su conducta delictiva en caso de que se llegue a dar. 

Como se sabe, la inmunidad Constitucional de los altos servidores públicos de la Federación, tiende a proteger el funcionamiento normal de los poderes públicos y, recientemente del Instituto Federal Electoral cómo órgano administrativo, independiente de tales poderes. Esta inmunidad no esta pensada, por tanto, como un medio de garantizar impunidad personal. 

La presente iniciativa propone una modificación del artículo 111 de la Constitución para reformar el sistema de inmunidad de los integrantes de los poderes públicos, de tal manera que los procesos penales puedan desarrollarse sin que sea requisito la declaración de procedencia de la Cámara de Diputados y, por tanto, la separación del cargo. Al mismo tiempo, se busca que la mencionada declaración pueda ser solicitada exclusivamente por el juez del proceso cuando, a su juicio, y a la vista de la gravedad o trascendencia de los delitos, sea necesario encarcelar al procesado. Al producirse sentencia de primera instancia, el juez estaría en la obligación de solicitar la declaración de procedencia. 

Con ésta reforma, la justicia no se suspendería cuando el ministerio publico hubiera concluido una averiguación y estuviera en condiciones de ejercer acción penal sino que, ya en el proceso penal, la solicitud podría presentarse ante la propia cámara y ésta solo tendría que conocer los motivos del juez y proceder a votar . 

Al mismo tiempo, conviene que se defina con entera claridad que los funcionarios que gocen de inmunidad abandonen la misma en el momento mismo en que se separan del cargo por cualquier motivo, objeto de la reforma al artículo 112 de la Constitución, lo cual superaría definitivamente el debate sobre éste punto. En el mismo sentido conviene precisar que los altos servidores públicos que, separados de sus cargo fueran merecedores de una orden de aprehensión, ya no podrían retomar la inmunidad. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, respetuosamente sometemos a consideración del pleno de este H. Congreso, la siguiente: 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Que éste H. Congreso del Estado de Coahuila, manifieste, a la Cámara de Senadores su adhesión a la iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de actualizar y acotar el concepto de fuero Constitucional para que retorne su verdadera naturaleza y esencia presentada por el Senador Pablo Gómez Alvarez, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución democrática. 

SEGUNDO.- Que del mismo modo se envíe un atento exhorto a los Congresos Locales y la Asamblea Legislativa del distrito Federal, a fin de que se manifiesten en el mismo sentido. 

TERCERO.- La reforma a un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos entraña cuestiones de forma y de fondo. 
Formalmente, el artículo 135 de la Carta magna prevé la posibilidad de que la Constitución pueda ser adicionada o reformada y establece que para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerde las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados. 

Desde el punto de vista doctrinal, se considera que el procedimiento antes descrito para adicionar o reformar la Constitución, está a cargo de un órgano que se denomina “Constituyente Permanente ", integrado por el Congreso de la Unión, constituido por la Cámara de Diputados y por la Cámara de Senadores y por las Legislaturas de los Estados. 

Así las cosas, la proposición con punto de acuerdo para que esta Legislatura apoye a priori la reforma al artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a otros preceptos de la misma y para que invite a otras legislaturas a pronunciarse en el mismo sentido, es contraria al procedimiento establecido en el precitado artículo 135; por ende, sin prejuzgar sobre las consideraciones que animan dichas reformas; esta Comisión de Gobernación y Puntos constitucionales estima que una vez, que en su caso hayan sido aprobadas por el Congreso de la Unión, en los términos de la disposición constitucional antes citada, esta Legislatura podrá emitir el voto que en derecho proceda. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, no es el caso de adherirse previamente a la iniciativa de reforma al artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de otras disposiciones de la misma, propuesta por el C. Senador Pablo Gómez Álvarez y mucho menos invitar a otras Legislaturas para que apoyen dicha reforma, procedimiento que es contrario a lo dispuesto en el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 17 de Septiembre de 2007. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, a favor del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, un inmueble con una superficie de 30,000.00 metros cuadrados, ubicado en el “Nuevo Centro Metropolitano” en la ciudad de Saltillo, Coahuila.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 11 de septiembre de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Gobierno del Estado a enajenar a título gratuito, a favor del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, un inmueble con una superficie de 30,000.00 metros cuadrados, ubicado en el “Nuevo Centro Metropolitano” en la ciudad de Saltillo, Coahuila.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Uno de los objetivos primordiales de la presente Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 y sus Programas con los representantes de los grupos sociales y con lo organismos públicos, lo  que favorecerá el desarrollo social y económico del Estado.

SEGUNDO. Que el Gobierno del Estado confirma su convicción institucional de garantizar, irrestrictamente el derecho a la salud, establecido como garantía individual en el Artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ser un factor medular que incide en todas las áreas del desarrollo humano, por lo cual considera necesario apoyar a ese sector con los recursos humanos, financieros y materiales que sean necesarios.

TERCERO. Que en razón de lo anterior, se han concertado con el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, (ISSSTE), entre otras instituciones de salud, convenios de coordinación para implementar acciones a fin de dar cumplimiento al mandato constitucional mencionado.

CUARTO. En ese tenor, se ha resuelto enajenar, a título gratuito, un terreno con una superficie de 30,000.00 m2, comprendidos en la Manzana N° 24, del Fraccionamiento Nuevo Centro Metropolitano, en Saltillo, Coahuila, a favor del ISSSTE con el fin de que cumpla eficazmente con sus objetivos.

QUINTO. Que de la propiedad de dicho predio a favor del Gobierno del Estado consta, en mayor extensión, en la Escritura Pública N° 35, de fecha 30 de septiembre de 1998, otorgada ante la fe del Lic. Ramiro Valdés de la Peña, Notario Público N° 39 del Distrito Notarial de Saltillo e inscrita en la Oficina Saltillo del Registro Público del Estado, bajo la Partida 5, Libro 1, Sección IX SC, del 18 de febrero de 1999.

SEXTO. Que la Administración Estatal que me honro encabezar considera de vital importancia coadyuvar al fortalecimiento de las instituciones y organismos responsables de otorgar atención médica integral a los habitantes del Estado por lo cual se considera necesario apoyar al sector salud con recursos tanto humanos como materiales, sin embargo, para que el inmueble descrito sea donado al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, se requiere de la autorización de ese H. Congreso Estatal, por lo que me permito someter a esa Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila para que enajene a título gratuito, un terreno con una superficie de 30,000.00 m2, comprendida en la Manzana N° 24 del Fraccionamiento Nuevo Centro Metropolitano, en Saltillo, Coahuila, el cual se describe a continuación:

FRACCION DE LA MANZANA N° 24

30,000.00 M2.

                                                                                             COORDENADAS

	EST.
	PV
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	100.589 m
	N 15°54’28”W
	2
	303081.241
	2811664.196

	2
	3
	40.076 m
	S 75°01’08”W
	3
	303042.527
	2811653.836

	3
	4
	59.902 m
	N 16°04’39”W
	4
	303025.938
	2811711.395

	4
	5
	26.038 m
	S 77°02’17”W
	5
	303000.563
	2811705.555

	5
	6
	37.984 m
	S 79°48’12”W
	6
	302963.179
	2811698.830

	6
	7
	15.733 m
	S 83°41’33”W
	7
	302947.542
	2811697.102

	7
	8
	192.074 m
	S 02°18’34”W
	8
	302939.802
	2811505.184

	8
	9
	204.251 m
	S 87°41’26”E
	9
	303143.887
	2811496.954

	9
	10
	4.460 m 
	N 31°54’43”W
	10
	303141.529
	2811500.740

	10
	1
	74.309 m
	N 26°07’21”W
	1
	303108.811
	2811567.459


ARTÍCULO SEGUNDO. La donación que se autoriza a este Decreto se realizará a favor del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para la construcción y funcionamiento del edificio que albergará a dicho organismo en la ciudad de Saltillo, Coahuila, para que desempeñe las actividades sustantivas que le asigna la ley de su creación.

ARTÍCULO TERCERO. Se faculta al Titular del Ejecutivo del Estado, para que, por si mismo, o por conducto del Representante Legal que designe, otorgue a favor del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, la Escritura correspondiente a la donación que con el presente Decreto se autoriza.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y Registro de la operación autorizada en este Decreto, serán cubiertos totalmente por el donatario.

ARTÍCULO QUINTO. Si dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que entre en vigor este Decreto, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, no iniciare la construcción del edificio a que se hace referencia en el Artículo Segundo, el inmueble se revertirá, de pleno Derecho, al patrimonio del Gobierno del Estado, requiriéndose de nueva autorización legislativa.

ARTÍCULO SEXTO. El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en el Título de Propiedad correspondiente.

T R A N S I T O R I O
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO. Se dejan sin efecto las disposiciones contenidas en el Decreto N° 438, publicado en el Periódico Oficial del Estado N° 94, Segunda Sección, del 23 de noviembre de 1999, en lo que se opongan al presente Decreto.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 26 de septiembre de 2007.

COMISION DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se declara como bien del dominio privado del Gobierno de Estado y se autoriza su enajenación a título oneroso el inmueble que ocupa el asentamiento humano irregular “Agua Naval”, en la ciudad de Monclova, Coahuila, con el fin de regularizar la tenencia de la tierra.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 04 de septiembre de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se declara como bien del dominio privado del Gobierno de Estado y se autoriza su enajenación a título oneroso el inmueble que ocupa el asentamiento humano irregular “Agua Naval”, en la ciudad de Monclova, Coahuila, con el fin de regularizar la tenencia de la tierra.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Uno de los objetivos primordiales de la presente Administración es concertar la realización de acciones previstas en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 y los esquemas y programas que de él se deriven, entre los que se encuentra el otorgar seguridad jurídica a los poseedores de lotes habitacionales, tanto urbanos, como suburbanos y rústicos, con la implementación de acciones concretas que permitan entregar los Títulos de Propiedad correspondientes, lo cual incide en un mejoramiento paulatino del nivel económico y social de las personas beneficiadas.

SEGUNDO. En ese tenor, el Gobierno del Estado considera prioritario y de vital importancia la seguridad jurídica por lo que respecta a la titularidad de la propiedad urbana y rural, por lo cual realiza cotidianamente la regularización de la tenencia de la tierra en beneficio principalmente de las personas económicamente menos favorecidas, instrumentando acciones concretas e inmediatas para proceder a la escrituración de los predios a favor de sus actuales poseedores, situación que repercute directamente en un mejoramiento evidente del nivel social de sus habitantes.

TERCERO. El inmueble a que se refiere el presente Decreto es un bien vacante conforme a la certificación expedida por el Director Registrador de la Oficina del Registro Público en Monclova y que se acompaña al presente, por lo que se solicita al H. Congreso del Estado lo declare parte de los bienes del dominio privado del Estado y autorice que por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, sea enajenado a título oneroso a favor de sus actuales ocupantes.

CUARTO. Lo anterior con la finalidad de proceder gradualmente a la regularización de los asentamientos humanos tanto en los centros poblacionales como en el área rural, por lo que me permito someter a esta H. Soberanía para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se declara como bien del dominio privado del Gobierno del Estado, el inmueble cuyas características se describen más adelante, en virtud de la Certificación expedida por el Director Registrador de la Oficina del Registro Público de la ciudad de Monclova, Coahuila, en el sentido de que no se encuentra inscrito a favor de persona alguna.

El inmueble a que se hace referencia en el párrafo anterior tiene las distancias, rumbos y coordenadas siguientes:

SUPERFICIE: 6,884.48 m2.

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

                                                                                                      COORDENADAS

	EST.
	PV
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	86.60
	N 08°39’01”E
	2
	3505.08
	2985.87

	2
	3
	27.83
	N 11°02’42”E
	3
	3510.41
	3013.18

	3
	4
	33.43
	N 02°28’58”E
	4
	3511.86
	3046.59

	4
	5
	40.11
	N 17°14’46”E
	5
	3523.75
	3084.89

	5
	6
	9.74
	N 10°17’37”E
	6
	3525.49
	3094.47

	6
	7
	18.21
	N 10°17’37”E
	7
	3528.74
	3112.39

	7
	8
	62.67
	N 10°13’35”E
	8
	3539.87
	3174.06

	8
	9
	40.24
	N 08°44’42”E
	9
	3545.99
	3213.83

	9
	10
	23.83
	N 08°39’37”E
	10
	3549.57
	3237.39

	10
	11
	12.34
	N 86°26’04”W
	11
	3537.25
	3238.15

	11
	12
	126.30
	S 12°05’37”W
	12
	3510.79
	3114.66

	12
	13
	16.84
	S 13°01’48”W
	13
	3507.00
	3098.25

	13
	14
	152.85
	S 12°18’17”W
	14
	3474.42
	2948.91

	14
	15
	26.79
	S 27°51’27”W
	15
	3461.90
	2952.23

	15
	16
	22.88
	S 25°47’36”W
	16
	3451.95
	2904.63

	16
	1
	40.34
	S 83°47’03”W
	1
	3492.05
	2900.26


ARTÍCULO SEGUNDO. El presente Decreto constituye el Título de Propiedad a favor del Gobierno del Estado, mismo que deberá inscribirse en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Monclova, Coahuila, para que surta efecto respecto de terceras personas.

ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila para que enajene a título oneroso a favor de sus actuales poseedores, la superficie de terreno descrita en el Artículo Primero de este Decreto.

La enajenación que se autoriza en este Decreto se realizará por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, conforme a los datos de identificación de los poseedores y lotes que se encuentran en el censo que obra en poder de dicha Comisión.

ARTÍCULO CUARTO. El objeto de la operación que se autoriza es el de regularizar la posesión precaria de los particulares que actualmente poseen los lotes de terreno que conforman el asentamiento humano irregular denominado “Agua Naval”, en el municipio de Monclova, Coahuila.

Para los efectos de lo dispuesto en este Artículo, la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, deberá verificar la posesión legal de aquéllas personas que obren registradas en el censo que para tal efecto se haya levantado.

ARTÍCULO QUINTO. Se faculta al Titular del Ejecutivo del Estado para que por conducto de la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, otorgue los Títulos de Propiedad relativos a la enajenación que con el presente Decreto se autoriza.

ARTÍCULO SEXTO. Los gastos que se generen a consecuencia del proceso de Escrituración y Registro de la operación autorizada en este Decreto, serán cubiertos totalmente por los adquirientes de los lotes de terreno.

ARTÍCULO SÉPTIMO. El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en los Títulos de Propiedad correspondientes.

ARTÍCULO OCTAVO. En el supuesto de que no se formalicen las operaciones que se autorizan en un plazo de veinticuatro meses, computados a partir de la fecha en que inicie su vigencia el presente Decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose, en su caso, de nueva autorización Legislativa para proceder a la enajenación del inmueble a que hace referencia el Artículo Tercero de este Decreto.

ARTÍCULO NOVENO. El monto de las operaciones será el que se determine conforme al avalúo correspondiente. La forma de pago será convenida entre los particulares y la Comisión Estatal para la Regularización de la Tenencia de la Tierra Urbana y Rústica en Coahuila, sin que sea necesario cubrir los requisitos de plazo para el pago, enganche y garantía señalados en el Artículo 40 de la Ley General de Bienes del Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O
PRIMERO. Este Decreto iniciará su vigencia el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 26 de septiembre de 2007.

COMISION DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del C. Margarita Ramos Balderas.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 30 de Agosto de 2007, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia por la cantidad de $ 3,000.00 (Tres mil pesos 00/10 m.n) mensuales, a favor del C. Margarita Ramos Balderas.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por la Diputación Permanente del Congreso, dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 104, 144 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. El Ejecutivo a mi cargo plantea ante esa Honorable Legislatura una sentida situación: mujeres de edad avanzada y quienes prestaron por largo tiempo sus servicios en apoyo de las funciones del Gobierno del Estado y que hoy por sus propias circunstancias se encuentran en situación de vulnerabilidad.

TERCERO.  Tal es el caso de la Señora Margarita Ramos Balderas, quien además tiene como dependiente económico y bajo cuidado a su mamá de 82 años y su menor hija de 13 años, y que laboró durante 14 años 9 meses en el Hospital del Niño del Instituto de Servicios de Salud, Rehabilitación y Educación Especial e Integral del Estado.

Por ello y siendo compromiso prioritario de la Administración Pública que encabezo, ofrecer condiciones que tiendan a elevar la calidad de vida de quienes son adultos mayores, el Ejecutivo a mi cargo encuentra justificado, por justicia social, proponer a esa Honorable Legislatura se otorgue una pensión vitalicia a la Señora Margarita Ramos Balderas, por lo que me permito someter para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación del siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que otorgue una pensión vitalicia a la Señora Margarita Ramos Balderas, por la cantidad de $ 3,000.00  (Tres Mil Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto, será pagada a la Señora Margarita Ramos Balderas  por la Secretaría de Finanzas de la Administración Pública Estatal, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.  La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto, quedará automáticamente cancelada al fallecimiento de su titular. Por lo tanto, la Secretaría de Finanzas deberá realizar los procedimientos administrativos, contables y financieros que correspondan para proceder a cancelar en la partida respectiva del presupuesto de egresos y, demás documentación en que sea necesario, esta pensión.

TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo segundo del presente, la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que la beneficiaria de la pensión que se otorga en este decreto no haya fallecido.

CUARTO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 26 de septiembre de 2007.

COMISIÓN DE FINANZAS
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	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia.
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